[image: image1.jpg]



Página  30
Exp.- 429/2024/2
31 

Página  31
[image: image2.jpg]


Exp.- 429/2024/2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE. 429/2024/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA; PRESIDENTE DE LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA; Y EL DIRECTOR DE ASUNTOS INTERNOS; TODAS LAS AUTORIDADES PERTENECIENTES A LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSI

	MAGISTRADA: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a dieciséis de enero de dos mil veinticinco.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 429/2024/2, promovido por el C. ********** contra actos de la Comisión de Honor y Justicia; Presidente de la Comisión de Honor y Justicia; y el Director de Asuntos Internos; todas las autoridades pertenecientes a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí.
RESULTANDO
I.- Por escrito recibido en éste Tribunal el siete de mayo de dos mil veinticuatro, el C. **********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Comisión de Honor y Justicia; Presidente de la Comisión de Honor y Justicia; y el Director de Asuntos Internos; todas las autoridades pertenecientes a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, y por los actos que hizo consistir en:
“Reclamo la resolución de fecha 25 de marzo de 2024 dictada por las demandadas en el procedimiento administrativo **********así como todos los actos procesales desarrollados en el mismo expediente que se llevaron al dictado de la resolución combatida”

II.- Por auto de fecha veinte de mayo de dos mil veinticuatro, se tuvo por admitida la demanda de la parte actora, ordenándose correrle traslado a las autoridades demandadas para que contestaran lo que a su derecho correspondiera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que se encontraran relacionados.

III.- Por auto de fecha veintiséis de junio de dos mil veinticuatro, se tuvo al titular de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia; y al Director de Asuntos Internos de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, por contestando la demanda.

Así mismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron por admitidas como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora se le tuvo por ofreciendo y admitidas las siguientes pruebas:

1.- Constancia de notificación de fecha veintidós de marzo de dos mil veintitrés, que detalla en el punto II del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

2.- Copia certificada de la resolución de fecha 25 de marzo de 2024 dictada en el procedimiento administrativo ********** y su constancia de notificación; documental que detalla en el punto III del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

3.- La instrumental de actuaciones.
4.- La presunción al legal y humana.

5.- Ahora bien, en cuanto a la prueba que ofreció consistente en original y/o copia certificada de las constancias que integran el expediente administrativo ********** de donde deriva la resolución impugnada; toda vez que, del estado procesal que guardan los autos se advirtió que la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, por conducto de su Presidente, no contestó el requerimiento formulado en el punto 4 del auto dictado el veinte de mayo de dos mil veinticuatro, en virtud de que fue omiso en exhibir dicha prueba anexo a su contestación de demanda; por tanto, con fundamento en el artículo 35 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa para el Estado, en relación con el numeral 127 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, se procedió amonestar a la citada autoridad; motivo por el cual se requirió de nueva cuenta para que remitiera dichas constancias.
Al Titular de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia; por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

1.- Copia certificada de su nombramiento.

2.- Copia certificada del acta de instalación de la Comisión de Honor y Justicia que representa, documental que detalla en el apartado 2 del capítulo de pruebas de su contestación.

3.- Copia certificada del acta de audiencia de fecha veinticinco de marzo de este año; documental que detalla en el apartado 3 del capítulo de pruebas de su contestación.

4.- Copia certificada de la resolución de fecha 25 de marzo de 2024 dictada en el procedimiento administrativo **********, acto impugnado.
5.- La instrumental de actuaciones.

6.- La presuncional legal y humana.

Al Director de Asuntos Internos de la citada Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana, por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas: las siguientes pruebas: 

1.- Copia certificada de su nombramiento.

2.- Copia certificada de la resolución de fecha 25 de marzo de 2024 dictada en el procedimiento administrativo **********, acto impugnado.
3.- La instrumental de actuaciones.

4.- La presuncional, lógica, legal y humana.

IV.- Por auto de fecha cinco de agosto de dos mil veinticuatro, se tuvo como prueba de la parte actora las constancias que integran el expediente administrativo**********; por lo que se le concedió el término de diez días para que ampliara su demanda.
V.- Por auto de fecha treinta de agosto de dos mil veinticuatro, se tuvo a la parte actora por interponiendo la ampliación de demanda, por lo que se ordenó, que se corriera traslado a las autoridades demandadas.

VI.- Por auto de fecha veintiuno de octubre de dos mil veinticuatro, se tuvo a la diversa autoridad demandada, Director de Asuntos Internos de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, por precluido su derecho para contestar la demanda y por contestando la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Así mismo, se tuvo al Titular de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia de la citada Secretaría por contestando la ampliación de la demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora, para los efectos legales que a su derecho correspondiera.
Por otra parte, se señalaron las once horas del diecinueve de noviembre de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.

VII.- En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas todas y cada una de las pruebas admitidas a las partes dada su propia y especial naturaleza. En período de alegatos, se certificó que no fueron presentados por ninguna de las partes. Enseguida se hizo constar que no existían pruebas o diligencia pendiente por desahogar, dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción XVII, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; puesto que se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como lo es el C. **********, y Autoridades de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana de San Luis Potosí, como integrante de un cuerpo de seguridad pública, conflicto para el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción; de acuerdo con el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244 del Tomo III de junio de 1996 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere  pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En cuanto al interés jurídico de la Parte Actora, está plenamente acreditado, ya que la resolución impugnada dentro del procedimiento **********se encuentra directamente dirigida al C. ********** mediante la cual la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del municipio de San Luis Potosí, le impone la baja o cese, y terminación de la carrera policial, documental que obra a fojas de la 16 a la 21 del expediente en el que se actúa.
Por su parte, el C. **********en su carácter de Titular de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia, acredito su personalidad con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, así como del acta de instalación de la Comisión de Honor y Justicia; por otra parte el C. **********en su carácter de Director de Asuntos Internos de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, acredito su personalidad con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, documentales anteriores que obran a fojas de la 35 a la 42 y 61 del expediente en el que se actúa.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I y 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado que la Parte Actora hizo consistir en:

“Reclamo la resolución de fecha 25 de marzo de 2024 dictada por las demandadas en el procedimiento administrativo **********así como todos los actos procesales desarrollados en el mismo expediente que se llevaron al dictado de la resolución combatida”

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
a).- La diversa autoridad demandada Titular de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia, hizo valer como causal de improcedencia y motivo de sobreseimiento la excepción de sin acción y carencia de derecho, derivado de que la parte actora reclama un acto de autoridad, el cual se encuentra plenamente apegado a derecho según lo que se contempla en los ordenamientos legales aplicables al caso.

A juicio de la suscrita Magistrada Titular de esta Segunda Sala Unitaria, los planteamientos de la autoridad demandada y los razonamientos en los cuales se sustentan las excepciones opuestas, e improcedencia y sobreseimiento, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, toda vez que se encuentran estrechamente vinculadas con el análisis del asunto, incluso con su existencia. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

b).- Por otra parte, la diversa autoridad demandada Director de Asuntos Internos de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda, hace valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas por el artículo 228, fracciones II y XI del Código  Procesal Administrativo del Estado, en relación directa con el Artículo 239 fracción I del precitado Código, ya que el acto impugnado en ningún momento fue expedido por el suscrito.

A juicio de la suscrita Magistrada Titular de esta Segunda Sala Unitaria, los planteamientos de la autoridad demandada y los razonamientos en los cuales se sustentan las excepciones opuestas, e improcedencia y sobreseimiento, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, toda vez que se encuentran estrechamente vinculadas con el análisis del asunto, incluso con su existencia, ya que dicha autoridad fue la que emitió la presunta responsabilidad administrativa de la parte actora, que dio origen al acto impugnado. 

Finalmente se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que advirtiera que en la especie se actualizara alguna, por lo que, en seguida se procede al estudio de lo argumentado por la parte actora y lo refutado por las enjuiciadas respecto de la responsabilidad patrimonial que se reclama en el juicio que nos ocupa.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la Parte Actora en su escrito de demanda y en el de ampliación de la misma, se localizan a fojas de la 3 a la 12, 78 y 79 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”
SEXTO.- En primer término se debe de establecer que la parte actora señala como acto impugnado el siguiente:

“Reclamo la resolución de fecha 25 de marzo de 2024 dictada por las demandadas en el procedimiento administrativo **********así como todos los actos procesales desarrollados en el mismo expediente que se llevaron al dictado de la resolución combatida”

Ahora bien, los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda y en el de ampliación se estudian de la manera siguiente:

I.- En el primer concepto de impugnación la parte actora medularmente manifiesta que el artículo 164 del Código Procesal Administrativo establece los elementos del acto administrativo, señalando como uno de ellos en su fracción I, que el acto debe ser expedido en términos de las disposiciones jurídicas aplicables.
Que en el artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado establece que en todo procedimiento que amerite sanción se deberán de respetar las garantías de audiencia, debido proceso y principio de presunción de inocencia.
Que este debido proceso engloba diversas garantías entre las que se encuentra el derecho de defensa y de seguridad jurídica, que en el caso concreto implicarían que tanto la imputación como los dispositivos legales en que admite el procedimiento de sanción no pueden variarse durante el procedimiento pues ello constituiría una desventaja procesal al conllevar un estado de indefensión.

Que la fundamentación se refiere al señalamiento de las disposiciones y dispositivos legales que contienen la norma a aplicar, en tanto que la motivación debe indicar la razón por la cual los hechos u omisiones atribuidas encuadran en forma exacta en las normas invocadas como fundamentación.
Que al solicitarse el inicio del procedimiento administrativo de imposición de sanciones en su contra, el Director de Asuntos Internos de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana invoca como fundamento a su petición, el artículo 163 fracción II del Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; sin embargo al pronunciarse respecto a la admisión del procedimiento, las demandadas, señalan que el mismo se admite conforme a diversos ordenamientos, tal como se puede apreciar en el auto de radicación de fecha veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro, tales como el artículo 88 fracción XIV de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; artículo 56 fracciones XX, XXV, XXXI y 65 fracción XIV de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; y el artículo 68 fracciones XI y XV del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de San Luis Potosí.

Que el hecho que se le atribuye en el auto de radicación es tener más de tres faltas de asistencia consecutivas a sus labores en un periodo de treinta días, sin permiso o sin causa justificada; y que en solo algunas de las disposiciones invocadas podrían encuadrar en el hecho que se le atribuyen. 

Que a pesar de que el procedimiento se admitió en base a las disposiciones legales anteriormente invocadas, resulta que al dictar su resolución las demandadas fundamentan en el artículo 163 fracción II del Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí , mismo que como hipótesis de incumplimiento a los requisitos de permanencia establece “el tener tres faltas de asistencia consecutivas o discontinuas a sus labores en un periodo de treinta días, sin permiso o sin causa justificada”.

Que la demandada fundamenta su resolución en una disposición legal diversa a la que admite, violando con esto la garantía de debido proceso dejándolo en estado de indefensión, pues se le quito la oportunidad de defenderse de acuerdo a las hipótesis normativas por las que se admitió a trámite el procedimiento que no fueron las mismas con las que finalmente dictó su resolución.
A juicio de esta Segunda Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser infundado, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término, se debe de manifestar que tal y como lo señala la parte actora en su concepto de impugnación, el Director de Asuntos Internos de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana  con fecha veintitrés de febrero de dos mil veinticuatro –documental que obra a foja de la 42 a la 44 del tomo complementario del expediente en el que se actúa, misma que se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí-, al resolver las diligencias del expediente número **********,  solicita a la Comisión del Servicio Profesional de Carrera Policial, Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, para que inicie en su contra el procedimiento administrativo por incurrir en motivos de infracción, al tener más de tres faltas de asistencia consecutivas a sus labores en un periodo de treinta días, sin permiso o sin causa justificada en las siguientes fechas:

1. De las 08:00 horas a las 17:00 horas el día 04 de diciembre de 2023.

2. De las 08:00 horas a las 17:00 horas el día 05 de diciembre de 2023.

3. De las 08:00 horas a las 17:00 horas el día 06 de diciembre de 2023.
4. De las 08:00 horas a las 17:00 horas el día 07 de diciembre de 2023.

5. De las 08:00 horas a las 17:00 horas el día 08 de diciembre de 2023.

Lo anterior de conformidad con el artículo 163 fracción II del Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, disposición legal que se transcribe a continuación:

“Artículo 163. La Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría es la única facultada para aplicar la destitución del cargo con efectos de baja o cese por infracción que ameriten los elementos policiales y serán causas las siguientes:
…

II. Tener tres faltas de asistencia consecutivas o discontinuas a sus labores en un periodo de treinta días, sin permiso o sin causa justificada

…”
Del artículo anteriormente transcrito se desprende que la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría podrá aplicar la destitución del cargo con efectos de baja o cese por infracción a los elementos policiales al tener tres faltas de asistencia consecutivas o discontinuas a sus labores en un periodo de treinta días, sin permiso o sin causa justificada.

Por otra parte, se debe de hacer mención que por auto de radicación de fecha veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro, emitido por la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana –documental que obra a foja de la 49 a la 51 del tomo complementario del expediente en el que se actúa, misma que se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí- en donde se declara competente para conocer la denuncia presentada a la parte actora de este juicio en donde se le atribuye la probable responsabilidad consistente en “Que incurrió en motivos de infracción, al tener más de tres faltas de asistencia consecutivas a sus labores en un periodo de treinta días, sin permiso o sin causa justificada”, señalando que dicha conducta resulta violatoria  a diversas disposiciones legales entre las que se encuentra el artículo 88 fracción XIV de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 65 fracción XIV de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y 68 fracción XI del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de San Luis Potosí, disposiciones legales que se transcriben a continuación:
LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA
“Artículo 88.- La permanencia es el resultado del cumplimiento constante de los requisitos establecidos en la presente Ley para continuar en el servicio activo de las Instituciones Policiales. Son requisitos de ingreso y permanencia en las Instituciones Policiales, los siguientes:
…

XIV. No ausentarse del servicio sin causa justificada, por un periodo de tres días consecutivos o de cinco días dentro de un término de treinta días, y

…”
LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTICULO 65. La permanencia es el resultado del cumplimiento constante de los requisitos establecidos en la presente Ley. Son requisitos de permanencia en las instituciones policiales los siguientes:
…

XIV. No ausentarse del servicio sin causa justificada por un periodo de tres días consecutivos, o de cinco días dentro de un término de treinta días, y

…”
REGLAMENTO DEL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA POLICIAL DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ

“Artículo 68. Son requisitos para permanecer en la Secretaría:
…

XI. No ausentarse del servicio sin causa justificada, por un periodo de tres días consecutivos o de cinco días dentro de un término de treinta días, y

…”

De los artículos anteriormente transcritos se desprende que son requisitos de permanencia en las instituciones policiales, el no ausentarse del servicio sin causa justificada por un periodo de tres días consecutivos o de cinco días dentro de un término de treinta días.

Por último, se debe de hacer mención que en el auto impugnado consistente en la resolución definitiva del expediente administrativo número **********, de fecha veinticinco de marzo de dos mil veinticuatro, emitido por la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana –documental que obra a foja de la 75 a la 80 del tomo complementario del expediente en el que se actúa, misma que se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí- se tuvo por acreditado los hechos imputados a la parte actora, al haber incurrido en motivos de infracción, al tener más de tres faltas de asistencia consecutivas a sus labores en un periodo de treinta días, sin permiso o sin causa justificada según lo dispuesto por el artículo 163 fracción II del Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí. 
Motivo de lo anterior, es de desprenderse que no le causa perjuicio a la parte actora, que el Director de Asuntos Internos de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana, al resolver las diligencias del expediente número **********,  solicitara a la Comisión del Servicio Profesional de Carrera Policial, Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, que iniciara el procedimiento administrativo por incurrir en motivos de infracción, al tener más de tres faltas de asistencia consecutivas a sus labores en un periodo de treinta días, sin permiso o sin causa justificada, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 163 fracción II del Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; y que esta última autoridad haya radicado el expediente bajo lo dispuesto por los artículos 88 fracción XIV de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 65 fracción XIV de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y 68 fracción XI del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de San Luis Potosí, y que finalmente haya resuelto con el dispositivo primeramente enunciado.
Lo anterior, ya que durante el procedimiento realizado en contra de la parte actora quedaron acreditadas las inasistencias a sus labores de fecha cuatro, cinco, seis, siete, y ocho de diciembre de dos mil veintitrés; aunado en que todas las disposiciones legales  consideran que procede la baja o cese de los elementos policiales al tener tres faltas consecutivas en un periodo de treinta días, lo que en el caso aconteció.
II.- En el segundo concepto de impugnación la parte actora medularmente menciona que es causa de nulidad que la Comisión de Honor y Justicia no se haya conformado según lo establece el artículo 184 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de San Luis Potosí.
Dicho concepto de impugnación resulta infundado, ya que la parte actora aduce sustancialmente que la Comisión de Honor y Justicia, no está debidamente conformada, tal y como lo ordena la ley. 

Del estudio del anterior argumento se desprende que la intención del actor es controvertir el acto jurídico específico por medio del cual se integró el órgano colegiado “Comisión de Honor y Justicia”, y con ellos pretende demostrar que al constituirse, no se cumplieron con diversos elementos que el recurrente califica como requisitos.

En principio, corresponde calificar tales agravios como inatendibles, pues se refieren a cuestiones ajenas a la litis de este juicio, que se contrae a dilucidar la legalidad del acto impugnado, sin que se haya señalado a la citada acta de integración como tal. Por otro lado, atenderlos y estudiarlos, implicaría el estudio de cuestiones relativas a lo que el Derecho Mexicano y la Jurisprudencia han denominado como “competencia de origen”, que no puede ser materia de estudio en un juicio de nulidad.

En este sentido tenemos que la autoridad demandada a la cual se le atribuye el acto combatido es la ”Comisión de Honor y Justicia”; siendo que es el órgano competente para conocer del asunto, sin que se pueda examinar si en el momento de ejercitar sus funciones se encontraba debidamente integrada con los nombramientos de sus integrantes, si se cometió cualquier tipo de irregularidad, pues entonces, estaríamos analizando la llamada “competencia de origen”, en tanto que solo puede revisarse la competencia a que se refiere el artículo 16 Constitucional. 

Luego entonces, en un juicio contencioso administrativo, esta Sala Unitaria sólo debe cerciorarse de que la Autoridad Demandada sea la competente para dictar la resolución que se impugne, sin que ello implique verificar la legitimidad de su nombramiento como tal, es decir, sin que se pueda para estos fines, verificar si en este caso, el acto de gobierno por medio del cual se constituyó e íntegro la Comisión de Honor y Justicia, cumplió o no, con diversos requisitos formales, que el recurrente estima como necesarios. 

A partir de esta premisa, esta Sala Unitaria solo debe verificar si la autoridad cuenta con facultades y legitimación para emitir el acto impugnado, circunstancia que en el caso concreta no es controvertida por la parte actora, pues en sus agravios lo que pretende demostrar es la realización de ilegalidades en la integración de la Comisión de Honor y Justicia, sin que cuestione que el órgano autoritario “Comisión de Honor y Justicia”, si  cuenta o no,  con legitimación activa para emitir el acto que se impugna.
III.- En el tercer concepto de impugnación la parte actora medularmente refiere que el Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana de San Luis Potosí en su artículo 163 fracción II, viola el principio de subordinación jerárquica al modificar, alterar y sobrepasar el sentido de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, estableciendo una causa de sanción disciplinaria con premisas menores a las ya establecidas en la ley que deriva.

Que el artículo 114 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, otorga a los Ayuntamientos la facultad de expedir reglamentos, bandos y demás disposiciones normativas en materia administrativa, pero que sin embargo, limita dicha prerrogativa señalando que la Legislatura del Estado sentará las bases normativas a las que se deben constreñir los cuerpos reglamentarios creados por el Ayuntamiento en el ejercicio de sus atribuciones.
Que en el caso de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana de San Luis Potosí, estas bases normativas son las que el Congreso del Estado estableció en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, y por tanto, de conformidad con el principio de subordinación jerárquica, el Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana de San Luis Potosí debe detallar las hipótesis normativas de la Ley del Sistema de Seguridad Pública y no crear diversos supuestos amparándose en el ejercicio de su facultad reglamentaria.
Que el principio de subordinación jerárquica consiste pues en que el ejercicio de la facultad reglamentaria no puede modificar o alterar el contenido de una ley, esto es, los reglamentos u otros ordenamientos de jerarquía inferior tienen como limites naturales los alcances de las disposiciones que dan cuerpo y materia a la ley que reglamentan, detallando sus hipótesis y supuestos normativos de aplicación, por lo que no está permitido que, a través de la vía reglamentaria, una disposición de esa naturaleza establezca mayores requisitos o imponga distintas limitantes que la propia ley ha de reglamentar.
Que el mismo reglamento que se señala de inconstitucional señala en su artículo 134 que los requisitos de permanencia son los que establece el Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de San Luis Potosí, mismo que recoge en forma exacta lo establecido en el artículo 65 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública, luego el Reglamento ya contempla una sanción para la comisión de faltas de asistencias, al ser una causal de incumplimiento a los requisitos de permanencia y excediendo el Cabildo su facultad reglamentaria, pretendiendo que este mismo acto sea causa de una diversa sanción además con alcances mayores.

Que al establecer el Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana de San Luis Potosí una sanción mayor que la establecida en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, de la cual deriva, es claro que se dictó en contravención al principio de subordinación jerárquica y por tanto en ejercicio del Control difuso de Constitucionalidad, esta autoridad debe tener dicho dispositivo legal como inconstitucional y en consecuencia no puede servir como fundamento único para dictar la resolución impugnada.
A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser inatendible; ya que este Tribunal, se encuentra impedido para estudiar la inconstitucionalidad que el demandante expone, pues no forma parte de su competencia.
Por consiguiente, si lo que pretende el actor es que se estudie y analice la inconstitucionalidad del Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana de San Luis Potosí, esto es una facultad exclusiva del Poder Judicial de la Federación, y no así de este Tribunal. Pues una declaratoria de inconstitucionalidad de un reglamento es exclusiva de los Tribunales del Poder Judicial de la Federación en ejercicio de un control concentrado de constitucionalidad quienes deciden en forma terminal y definitiva si una disposición es contraria o no a la Constitución y a los tratados internacionales sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte.

IV.- En el cuarto concepto de impugnación la parte actora manifiesta que es causa de nulidad según lo establecido en el artículo 164 fracción I del Código Procesal Administrativo, la violación al debido proceso al dejar sin efecto la fecha señalada para el veintidós de marzo de dos mil veinticuatro en donde habría de celebrarse la Audiencia de Ley.

Que la fracción IV  del artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, dice que la audiencia podrá diferirse por causa de fuerza mayor, plenamente acreditada en autos, en cuyo caso deberá notificarse personalmente a las partes la resolución fundada y motivada que así lo determine, así como la nueva fecha y hora para la celebración de la audiencia.

Que el día veintidós de marzo de dos mil veinticuatro, fecha en que estaba programada la audiencia de ley, a la hora de la audiencia, la demandada dictó un acuerdo en donde se observa no sólo la violación al debido proceso, sino también a la obligación de las demandadas de fundar y motivar sus actos.
Que el artículo de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado inicialmente invocado, establece expresamente que se debe fundar y motivar la resolución que difiera la audiencia de ley por causas de fuerza mayor; sin embargo la demandada pretende fundamentar su acto señalando un numeral, sin establecer a que dispositivo legal pertenece y después trata de motivar diciendo sin más que no se advierte que se cumpla con lo establecido por el mismo numeral cuyo origen no determina.

Que el acuerdo dictado a las diez horas, deja sin efecto, una audiencia señalada para las mismas diez horas y le es notificada dieciocho minutos después de que la audiencia debió haberse iniciado, luego fija una nueva fecha y hora para el siguiente día hábil, es decir, para el veinticinco de marzo, también a las diez horas, citándole a una audiencia para el mismo día en que la notificación surtió sus efectos.
Que la legislación aplicable establece una causa de diferimiento de la audiencia, que no autoriza a la demandada el dejar sin efecto una fecha para audiencia ya establecida, es decir, la demandada realiza actos no autorizados por la ley. Por otra parte, y aunque la legislación en la materia no impone un plazo mínimo entre la notificación y la citación, resulta evidente que se le deja en estado de indefensión si se le cita a una audiencia que se verificaría el mismo día en que la notificación acababa de surtir sus efectos.
El concepto de impugnación resulta ser fundado pero inoperante, ello en virtud de las siguientes consideraciones:

En primer término se estima pertinente realizar la transcripción de la fracción IV del artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, situación que se realiza a continuación:

“ARTICULO 126. En cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso, y principio de presunción de inocencia.
…

IV. La notificación al probable infractor se realizará en forma personal en el domicilio oficial de la adscripción del presunto infractor, en el último que hubiera aportado, o en el lugar en el que se encuentre físicamente. 

El probable infractor, en el primer escrito que presente ante la Comisión de Honor y Justicia, está obligado a señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en la ciudad en la que resida la Comisión de Honor y Justicia, apercibiéndolo de que en caso de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones se realizarán por medio de estrados en lugar visible al público, dentro de las instalaciones que ocupe la propia Comisión. 

La audiencia podrá diferirse por causas de fuerza mayor, plenamente acreditada en autos, en cuyo caso deberá notificarse personalmente a las partes la resolución fundada y motivada que así lo determine, así como la nueva fecha y hora fijadas para la celebración de la audiencia; el diferimiento podrá ser acordado por el presidente o por el pleno de la Comisión de Honor y Justicia;

…”

Del artículo anteriormente transcrito, se advierte que en cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso y principio de presunción de inocencia, que la notificación al probable infractor se realizará en forma personal, que dicha audiencia podrá diferirse por causas de fuerza mayor, plenamente acreditada en autos, en cuyo caso deberá notificarse personalmente a las partes la resolución fundada y motivada que así lo determine, así como la nueva fecha y hora fijadas para la celebración de la audiencia.
Ahora bien, obra a fojas 58 del tomo complementario del expediente en el que se actúa diversa notificación realizada dentro del expediente **********, misma que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en donde se le hace saber a la parte actora el acuerdo dictado por el Presidente de la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana de fecha veintidós de marzo del dos mil veinticuatro, en donde se le hace saber lo siguiente:
1.- Que no se advertía dentro del expediente que se haya cumplido con lo establecido con lo dispuesto en el numeral 126 fracción II inciso a);

2.- Que se dejó sin efecto la fecha señalada para que tuviera verificativo la Audiencia de Ley fijada para el día lunes veintidós de marzo de dos mil veinticuatro a las diez horas;

3.- Se fijó como nueva fecha y hora para que tuviera verificativo la audiencia de ley, las diez horas del día veinticinco de marzo de dos mil veintitrés. 
Tal y como se puede apreciar de lo anteriormente manifestado, se desprende que dicho acuerdo no se encuentra debidamente fundado y motivado, en donde se manifieste una causa de fuerza mayor para poder diferir la audiencia de ley; sin embargo, se debe de precisar que dicha situación no le ocasiona perjuicio alguno a la parte actora, ello en virtud de que no niega en su concepto de impugnación que le haya sido notificado dicho acuerdo, ello aunado a que en el acta de sesión ordinaria de la Comisión de Honor y Justicia celebrada  a las diez horas del día veinticinco de marzo de dos mil veinticuatro, documental que obra a foja de la 64 a la 66 del tomo complementario del expediente en el que se actúa, misma que se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desprende de la misma que se da cuenta de la asistencia del presunto infractor, quien compareció junto con su abogado defensor, es decir, hizo uso de la garantía de audiencia establecida en el artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, situación que no fue controvertida por la parte actora, resultando aplicable por analogía, el siguiente criterio jurisprudencial:
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ACTO ADMINISTRATIVO. SU VALIDEZ Y EFICACIA NO SE AFECTAN CON MOTIVO DE "ILEGALIDADES NO INVALIDANTES" QUE NO TRASCIENDEN NI CAUSAN INDEFENSIÓN O AGRAVIO AL PARTICULAR (CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005).

Si la ilegalidad del acto de autoridad no se traduce en un perjuicio que afecte al particular, resulta irrelevante tal vicio, en tanto que se obtuvo el fin deseado, es decir, otorgarle la oportunidad para que ofreciera pruebas y alegara lo que a su derecho conviniere. En consecuencia, es evidente que no se dan los supuestos de ilegalidad a que se refiere el artículo 238, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, si no se afectaron las defensas del particular, por lo que al no satisfacerse las condiciones legales para la eficacia de la ilegalidad en comento, resulta indebido declarar la nulidad, cuando la ratio legis es muy clara en el sentido de preservar y conservar actuaciones de la autoridad administrativa que, aunque ilegales, no generan afectación al particular, pues también debe atenderse y perseguir el beneficio de intereses colectivos, conducentes a asegurar efectos tales como una adecuada y eficiente recaudación fiscal, lo que justifica la prevención, clara e incondicional del legislador, en el sentido de salvaguardar la validez y eficacia de ciertas actuaciones; y es así que el artículo 237 del mismo código y vigencia, desarrolla el principio de presunción de legitimidad y conservación de los actos administrativos, que incluye lo que en la teoría del derecho administrativo se conoce como "ilegalidades no invalidantes", respecto de las cuales no procede declarar su nulidad, sino confirmar la validez del acto administrativo. Luego, es necesario que tales omisiones o vicios afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada y que ocasionen un perjuicio efectivo, porque de lo contrario el concepto de anulación esgrimido sería insuficiente y ocioso para declarar la nulidad de la resolución administrativa impugnada.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

V.- En el quinto concepto de impugnación la parte actora medularmente manifiesta que se dictó resolución horas después de celebrada la audiencia de ley sin llevar a cabo el trámite previsto en el Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de San Luis Potosí relativo a las sesiones que debe celebrar la Comisión de Honor y Justicia a efecto de resolver los asuntos sometidos a su consideración.
Que el artículo 287 fracción XIII del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio del San Luis Potosí establece que en un término de diez días después de cerrada la instrucción, se elaborará el proyecto de resolución para su posterior discusión en el pleno; luego el artículo 290 del mismo ordenamiento dispone que pasado los diez días, el encargado de la Secretaría Técnica, previa aprobación del presidente, convocará  los integrantes de la Comisión para la discusión y votación del Proyecto.
Que los dispositivos legales no establecen un término mínimo para la elaboración del proyecto de resolución, la naturaleza del acto, por el cual, una persona puede perder su fuente de subsistencia, que es de tal importancia, que requiere un mínimo de diligencia que evidentemente no se cubre en menos de una hora. Que no solo es evidente el dolo en la falta de diligencia al formular el proyecto de resolución, sino que se omitió el proceso de citación de habla el artículo 290 en comento por el cual se establece que la discusión y aprobación del proyecto de resolución se debería llevar a cabo en una sesión de la Comisión.

A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación hecho valer por la parte actora resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término se estima pertinente realizar la transcripción del artículo 287 fracción XIII del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de San Luis Potosí 

“Artículo 287. En la audiencia se seguirán las formalidades siguientes:

…

XIII. Cerrada la instrucción, en un término de diez días hábiles se elaborará el proyecto de resolución para su discusión ante el pleno de la Comisión de Honor y Justicia.”
Del artículo anteriormente mencionado se desprende que cerrada la instrucción, en un término de diez días hábiles se elaborará el proyecto de resolución para su discusión ante el pleno de la Comisión de Honor y Justicia.
Ahora bien, en el caso que nos ocupa se tiene que no le causa perjuicio alguno a la parte actora, que en el mismo día en que se tuvo por finalizada la audiencia de ley, se haya emitido resolución a su asunto, mismo que constituye el acto impugnado, ya que la ley solamente especifica que se elaborara el proyecto en un término de diez días, por lo que la autoridad demandada se encontraba dentro del término concedido en la ley.
Por otra parte, se debe de hacer mención que respecto a la discusión ante la Comisión de Honor y Justicia de la resolución del expediente **********, de fecha veinticinco de marzo de dos mil veinticuatro, misma que obra a fojas de la 75 a la 80 del tomo complementario del expediente en el que se actúa, y la cual hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desprende que la misma se encuentra firmada por todos los integrantes  de la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana.
VI.- En el único concepto de impugnación del escrito de ampliación de demanda identificado con el número sexto, la parte actora medularmente refiere que al tratarse de un procedimiento administrativo sancionador que no contempla recursos en contra de las violaciones intraprocesales, estas pueden hacerse al momento del dictado de la resolución, pues estas violaciones necesariamente trascienden al resultado del fallo.

Que el artículo 120 de la ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado señala que la Comisión de Honor y Justicia es un órgano permanente, es decir, sus integrantes no pueden ser sustituidos, estableciéndose esa prerrogativa únicamente para el presidente a quien el mismo artículo faculta para designar un suplente para cada asunto en particular.
Que en la sesión de fecha veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro por la que se dio inicio al procedimiento administrativo, deriva de una falta de competencia de las autoridades integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, ya que se constituye con la presencia de los CC. ********** quien supuestamente comparece en nombre de  la Contralora Interna Municipal; la C. ********** quien comparece en nombre del Director Jurídico y de Transparencia; el C. ********** en representación del Director de la Guardia Municipal; y el Suboficial ********** como suplente del Director de Policía Vial.

Que la ley únicamente faculta al Presidente de la Comisión de Honor y Justicia para nombrar suplente con las condiciones que ya se señalaron, no así al resto de los integrantes del órgano colegiado, luego entonces, es ilegal que se hayan nombrado suplentes según el acta de la audiencia en estudio.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria el concepto de impugnación vertido por la parte actora, que en este momento se analiza, resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término se estima necesaria la transcripción del artículo 120 de la ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, mismo que se realiza a continuación:

ARTICULO 120. Todas las instituciones de seguridad pública contarán con una Comisión, y para garantizar su imparcialidad se integrarán, cuando menos, con los siguientes miembros: 

I. Un Presidente; que será el titular de la institución de seguridad pública; con voz y voto; 

II. Un secretario general; sin voto; 

III. El titular del órgano interno de control, con voz y voto; 

IV. Un representante de la unidad jurídica de la institución, con voz y voto; 

V. Un consejero por cada área operativa, con voz y voto, y 

VI. Secretarios auxiliares o proyectistas. 

Los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia serán de carácter permanente. Por necesidades del servicio, el Presidente podrá, mediante oficio, designar a un suplente para cada asunto en particular, reservándose su participación para cuando lo estime pertinente. En todo caso, la suplencia deberá recaer en un integrante de la institución de seguridad pública con categoría de inspector general o su equivalente. 

Para que la comisión pueda sesionar será indispensable la presencia de todos los integrantes; y para determinar el sentido de la resolución bastará la mayoría de votos; el presidente tiene voto de calidad en caso de empate. 
Estarán impedidos el denunciante o denunciantes para formar parte de la comisión de honor y justicia, ya sea como titular o suplente, sobre aquellos asuntos que hayan dado inicio al procedimiento disciplinario en contra de él o los encausados. 
No procede la recusación de los integrantes de la comisión; sin embargo, bajo su responsabilidad podrán excusarse de participar en el procedimiento disciplinario, en los siguientes casos: 
a) Cuando tengan algún interés personal en el asunto. 
b) Cuando tengan interés directo o indirecto su cónyuge, sus parientes consanguíneos en línea recta, sin limitación de grado, sus colaterales dentro del cuarto grado y los parientes por afinidad, hasta el segundo grado. 
c) Cuando hayan intervenido, con cualquier carácter, en la tramitación del procedimiento. 
d) Cuando estén en una situación que pueda afectar su imparcialidad en forma análoga o más grave que las mencionadas. 
e) Cuando exista entre el integrante y alguna de las partes, sus abogados o representantes, una relación de amistad o enemistad manifiesta.
(lo resaltado es propio)


Del artículo anteriormente transcrito en la parte que nos interesa, se desprende que el Presidente de la Comisión de Honor y Justicia podrá designar un suplente para cada asunto en particular.

Ahora bien, se procede a realizar la transcripción del artículo 185 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial, el cual dicta de la siguiente manera:
“Artículo 185. Las personas consejeros y vocales de la Comisión de Honor y Justicia tendrán derecho a nombrar a una persona suplente, con el grado o puesto inmediato inferior quien, en caso de ausencia de la persona Titular, participará en las sesiones con las mismas atribuciones que su representada.”
Del artículo anteriormente mencionado se desprende que las personas consejeros y vocales de la Comisión de Honor y Justicia tendrán derecho a nombrar a una persona suplente, en caso de ausencia de la persona Titular, la cual podrá participar en las sesiones con las mismas atribuciones de su representada.

Motivo por el cual, se tiene que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 120 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y 185 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial, todos los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia tienen el derecho de nombrar a una persona suplente.
 En las relatadas condiciones, toda vez que la parte actora no acreditó que en relación al acto impugnado, consistente en la resolución dictada dentro del expediente **********, de fecha veinticinco de marzo del dos mil veinticuatro, por la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, así como su procedimiento, se actualice alguna de las hipótesis de ilegalidad de los actos administrativos previstas en el artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo cual prevalece la presunción de legalidad del referido acto controvertido, presunción que se encuentra prevista para los actos de autoridades administrativas en el segundo párrafo del artículo 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado, debiéndose en consecuencia reconocer la VALIDEZ de la citada resolución, con fundamento en el artículo 251 del propio Código, de acuerdo a los razonamientos precisados en la presente sentencia.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se reconoce la VALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución dictada dentro del expediente **********, de fecha veinticinco de marzo del dos mil veinticuatro, por la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, así como de su procedimiento, por los motivos expuestos en la parte considerativa de la presente resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.


Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
